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Tema:

TRASLADO LABORAL/ Facultad de la fiscalía de reubicar funcionarios por necesidad del servicio/ Mejoramiento de condiciones laborales/ Ponderación entre circunstancias de seguridad y de movilización frente a los factores objetivos del traslado
“(…) no se evidencia que la decisión de (…) reubicación (…) haya sido arbitraria, abusiva o caprichosa, sino que atendió las necesidades de cierto sector vulnerable de la población, en relación con la obtención de oportuna y eficaz justicia, así como criterios objetivos para elegir el funcionario idóneo para asumir tal función judicial.”
“En cuanto a la afectación de tal decisión en la calidad de vida de la trabajadora y la desmejora de sus condiciones laborales, cabe advertir que (…) la carga laboral del nuevo despacho es ostensiblemente más baja que la asumida por la Fiscalía 37 de la Unidad CAIVAS, además la actora cuenta aún con la exoneración de turnos de disponibilidad los fines de semana y la asistencia a las brigadas de conciliación programadas por la entidad, en virtud a su situación de discapacidad (…)”
Entendiendo entonces que el peligro al que alude la actora, se limita a movilización a la nueva sede desde su lugar de residencia y viceversa y hacía el Centro Administrativo Municipal de ese municipio, donde se encuentran ubicados los Juzgados, tal situación por sí sola no es un factor determinante para considerar a afectación de su seguridad personal, pues el Director Seccional, al tener conocimiento de las amenazas de que fue objeto por cuenta del cumplimiento de sus funciones, solicitó a la Dirección Nacional de Protección y Asistencia de la entidad la evaluación del riesgo (...) El riesgo que afirma corre en la actualidad, no lo cambia el hecho de que haya sido modificado el lugar donde debe prestar sus servicios. 

(…) se infiere que la verdadera afectación de la actora con el traslado es de carácter económico, por los costos adicionales en los que tiene que incurrir para desplazarse a su nuevo sitio de labores; no obstante ello no es suficiente para considerar su reubicación en la ciudad de Pereira, desconociendo los motivos objetivos que llevaron (…) a disponer su traslado de sede, toda vez que la nueva asignación se realizó dentro del Área Metropolitana.”
TUTELA FRENTE A ACTOS ADMINISTRATIVOS/ Improcedencia para debatir la legalidad de la resolución de traslado laboral 
“(…) no se dan los presupuestos necesarios para controvertir, en el escenario constitucional, el acto administrativo que dispuso el traslado (…) por lo que la discusión aquí suscitada no queda más que plantearla ante el juez natural –contencioso administrativo-, a través de cualquiera de las vías procesales dispuestas por el legislador, para que sea éste quien, luego de un amplio debate jurídico y probatorio, determine la verdadera situación del derecho reclamado (…)”
Cita: Corte Constitucional, sentencia T-422 de 2013
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, veintiséis de febrero de dos mil dieciséis
Acta N°  0      de 26 de febrero de 2016
Procede la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira a proferir sentencia de primera instancia en la acción de tutela iniciada por OFELIA DE LAS MERCEDES CORZO DELGADO contra la Fiscalía General de la Nación, la Dirección Seccional de Risaralda, la Subdirección Seccional de Fiscalías y Seguridad Ciudadana y la Dirección Nacional de Seccionales y Seguridad Ciudadana.

HECHOS QUE ORIGINARON LA ACCIÓN:

Indica la doctora Ofelia de las Mercedes Corzo Delgado que se encuentra vinculada a la Fiscalía General de la Nación desde el 26 de junio de 1994; que se desempeñó desde el 1º de enero de 2009 hasta el pasado 1º de los corrientes, como Fiscal Delegada ante los Jueces Penales del Circuito de Pereira, de la Fiscalía 37 Unidad Caivas; que mediante Resolución No 055 proferida por el Subdirector Seccional de Apoyo a la Gestión, se dispuso su reubicación en la Unidad Seccional de Dosquebradas como Fiscal No 35, siendo la única funcionaria traslada a un municipio diferente al inicialmente asignado.

Sostiene que su labor le ha acarreado amenazas contra su vida y muestra de ello, es la reacción violenta en su contra por parte de los familiares de un acusado en un proceso que se adelantó ante el Jugado Segundo Laboral del Circuito de Dosquebradas; hechos que ponen en riesgo su integridad y que pese a ello no fueron considerados al momento de disponer su reubicación, como tampoco su avanzada edad, su condición de prepensionada y su actual situación médica.
Frente a ésta última refiere que en el año 2007, debido a múltiples afecciones debió ser extraído su ojo izquierdo y reemplazado por una prótesis, lo cual la coloca en estado de indefensión por cuenta de la limitante visual, que no le permite medir distancias, ni contar con la profundidad de campo de una persona que no tenga este tipo de discapacidad. 
Advierte que debido a su discapacidad presenta dificultad para cruzar avenidas, movilizarse en entornos laborales desconocidos al paso que perdió la capacidad de conducir vehículos, lo que implica que debe siempre acudir al servicio de taxi, de manera permanente dado que ahora debe desplazarse desde su lugar de residencia hasta el sector de la Romelia, debiendo cancelar la suma de $40.000 en cada uno de los cuatro servicios que requiere en el día, gasto que se aumenta aún más con su traslado de la Sede de la Fiscalía al Centro Administrativo de Dosquebradas donde debe desarrollar gran parte de su función y viceversa.
Informa que su caso fue valorada por el medico laboral, especialista que recomendó la no realización de turnos extras programados por los directivos y laborar hasta las 17 horas, sin embargo ello no fue óbice para ordenar su traslado a la Sede de la Fiscalía en Dosquebradas, la cual se encuentra en un lugar despoblado, inseguro y peligroso por el tráfico vehicular, por lo que estima se han desmejorado sus condiciones laborales y de salud, así como su calidad de vida, dado que la Sede de esa entidad en esta ciudad y donde laboraba antes de que fuera dispuesto su traslado, se ubica al lado del Palacio de Justicia donde funcionan los despachos judiciales. 

Es por todo lo narrado que considera vulnerados sus derechos fundamentales al mínimo vital, a la igualdad, a la seguridad social, a la salud, a la vida a la seguridad personal, al trabajo, por lo que solicita su protección y en consecuencia, se ordene a la Fiscalía General de la Nación reubicarla en una Fiscalía dentro del municipio de Pereira.
TRAMITE IMPARTIDO
Admitida la acción, se corrió traslado a las entidades accionadas por el término de (2) días, para que se vinculara a la Litis y se dispuso la vinculación de la doctora Alexandra López Yatte, quien en la actualidad y debido a la expedición de la Resolución 055 de 2016, proferida por la Subdirección de Apoyo a la Gestión de la Dirección Seccional de Risaralda, se encuentra desempeñando el cargo de Fiscal 37 de la Unidad CAIVAS, el cual ostentó la accionante hasta antes de la expedición del citado acto administrativo.  
Esta última funcionaria dio respuesta a la acción, informando que en calidad de Fiscal 35 Seccional del municipio de Dosquebradas, acató de manera inmediata la orden de traslado a la Fiscalía No 37 Unidad CAIVAS de esta ciudad; que debe trasladarse desde el sector de MACRO en el municipio industrial hasta su lugar de trabajo en su vehículo particular, lo cual no le ha generado mayor inconveniente, pues aunque el tiempo de compartir con su núcleo familiar se redujo un poco, no ha sido una cambio significativo en su actividad diaria.
El ente investigador a través del Director Seccional de Risaralda intervino confirmando los hechos relacionados con la vinculación de la doctora Corzo Delgado a esa entidad, los cargos por ella desempeñados, el contenido de la Resolución No 55 de 2016 proferida por la Subdirección de Apoyo a la Gestión de la Dirección Seccional de Risaralda y las afecciones médicas que actualmente padece; pero manifestó no tener conocimiento de la situación de riesgo afrontada por la funcionaria en virtud al desarrollo de sus funciones dentro de un proceso adelantado ante el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Dosquebradas, la cual tampoco fue denunciada penalmente por la afectada, dado que no se encontró registro alguno en los sistemas misionales de información de la entidad.

Frente la procedencia de la acción constitucional, indicó que dado que la tutelante cuenta con otros mecanismos de defensa judicial para cuestionar la legalidad del acto administrativo que dispuso su traslado, no se advierten configurados los requisitos de subsidiaridad e inmediatez como exigencias generales para acudir a la tutela como medio principal de protección, máxime cuando no se evidencia la ocurrencia de un perjuicio irremediable, que permita, de manera excepcional y transitoria, amparar los derechos fundamentales que se reclaman como vulnerados.
Refiere que el acto administrativo cuestionado fue proferido con fundamento en el principio de ius variadi que permite modificar las condiciones en que se realiza la prestación personal del servicio, lo cual tiene plena aplicabilidad en una entidad como la Fiscalía General de la Nación, la cual, en virtud a lo dispuesto por la Ley 270 de 1996 y el Decreto 016 de 2014, cuenta con una planta de personal global y flexible con el fin de optimizar la prestación del servicio y garantizar los fines del Estado, pero que de ningún modo afecta el derecho al trabajo de quienes la integran, pues desde su nombramiento tienen conocimiento que éstos dependen de las necesidades del servicio de conformidad con el objetivo misional de la entidad.
Afirma que el traslado de la doctora Corzo Delgado obedeció única y exclusivamente a las necesidades del servicio, dada su amplia experiencia como Fiscal 37 del Centro de Atención a Víctimas de Violencia Sexual –CAIVAS- y la necesidad de excluir del reparto de la ciudad de Pereira los casos ocurridos en el municipio de Dosquebradas, para que éstos fueran conocidos por la Fiscalía No 35 de Dosquebradas, decisión que fue adoptada luego de un análisis estadístico realizado con el fin de determinar el Despacho que asumiría ésta nueva función en dicho municipio. La carga laboral de la Fiscalía No 35 de la Seccional Dosquebradas, aún con la remisión de los casos de los cuales tenía conocimiento CAIVAS, es incluso inferior a la de las Fiscalías adscritas a dicha unidad, con tendencia a recibir 16 casos mensuales, dato que arrojó el estudio estadístico antes referido.
Es por lo anterior, que considera que de ningún modo se puede considerar que con el traslado fueron desmejoradas las condiciones laborales de la actora, pues asumió un Despacho con menos carga que aquél del cual era titular, por lo que la decisión que en dicho sentido se tomó, obedeció también a su situación especial de discapacidad, de la que tiene conocimiento y por la cual ha atendido las recomendaciones del médico laboral, como son la exclusión de su nombre del cronograma de turnos de la Unidad de Reacción Inmediata de Pereira los fines de semana y ahora de la rotación que para esos mismos efectos se haga en el municipio de Dosquebradas, así como de las brigadas de conciliación que realiza periódicamente la entidad. 
Informa también, que las instalaciones de la Fiscalía en el municipio de Dosquebradas, ofrece condiciones de bienestar a los funcionarios y empleados, aparte de contar con todas las medidas de seguridad y, en el caso particular de la seguridad de la doctora Corzo Delgado, refiere que a pesar de no conocer de las amenazas de que fue objeto en el juicio oral, el día 19 de febrero de 2016 solicitó a la Dirección Nacional de Protección, evaluar el nivel de riesgo en que se encuentra.
En lo referente a los costos en que debe incurrir la funcionaria para cumplir su labor, sostiene que ello hace parte del traslado en sí, pues este implica en principio una redistribución de los gastos de manutención que paulatinamente se equilibran en la medida en que se asume el cambio y se familiariza con su nuevo entorno.
Por último, destaca que el servicio que presta la Fiscalía General de la Nación, requiere de la disponibilidad absoluta en todo el territorio nacional donde se requiera y sobre tal responsabilidad no pueden prevalecer los intereses particulares, situación de la cual es conocedora la tutelante y que desde ningún punto de vista puede ser considerada como generadora de la vulneración de sus derechos fundamentales.

La Dirección Nacional de Seccionales y de Seguridad Ciudadana, a su turno se adhirió a la respuesta anterior, insistiendo en la facultad con la que cuenta la entidad para modificar la planta de personal, atendiendo las necesidades propias del servicio, situación que fue precisamente la que primó al momento de ordenar el traslado y que dadas las condiciones en que éste se dio, de ningún modo puede considerarse violatorio de los derechos fundamentales que se estiman afectados.
CONSIDERACIONES DE LA SALA

PROBLEMA JURÍDICO

¿Procede la acción de tutela para controvertir actos administrativos de carácter particular y concreto?

Antes de dar solución al interrogante formulado, debe precisarse, que el artículo 86 de la Constitución Nacional, consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas, cuando resulten amenazados o vulnerados, por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.

1. PROCEDENCIA DE LA ACCION DE TUTELA.

Según el inciso 3° del mismo canon, la acción de tutela “solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.
La acción de tutela es pues subsidiaria, no alternativa o supletoria de los recursos ordinarios, pues procede cuando la persona no cuenta con otros medios de defensa judicial, o cuando este sea ineficaz, o para evitar un perjuicio irremediable, como mecanismo transitorio, mientras la justicia decide.

2. ACCIÓN DE TUTELA PARA CONTROVERTIR ACTOS ADMINISTRATIVOS CARÁCTER PARTICULAR Y CONCRETO, QUE DISPONEN TRASLADOS LABORALES.

Ha sido consistente la jurisprudencia constitucional en sostener que existen mecanismos idóneos para controvertir actos administrativos de carácter particular y concreto, pues la parte afectada cuenta con la posibilidad de solicitar ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo su suspensión provisional, petición que es resuelta desde el momento mismo de admitirse la demanda. 

Sin embargo, la misma corporación ha puesto de manifestó, en diversas oportunidades que, de manera excepcional, la acción de tutela puede utilizarse, en algunos casos, como mecanismo principal con el cumplimiento de ciertas reglas. Al respecto dijo la Corte:
“La Corte Constitucional en reiterada jurisprudencia ha señalado que, en principio, la acción de tutela no es el instrumento idóneo para controvertir los actos administrativos que disponen traslados laborales, toda vez que para tales efectos el ordenamiento jurídico ha establecidos un mecanismo especial de defensa, como es la acción de nulidad y restablecimiento del derecho.  No obstante, si el juez constitucional, advierte que: (i) la decisión de traslado es ostensiblemente arbitraria, pues fue adoptada sin consultar en forma adecuada y coherente las circunstancia particulares del trabajador, (ii) implica una desmejora en sus condiciones de trabajo; y (iii) afecta en forma clara, grave y directa los derechos fundamentales del actor o de su núcleo familiar, entonces podrá declarar que a acción de amparo es procedente.” (T-422-13)
3. IUS VARIANDI EN LA PLANTA DE PERSONAL GLOBAL Y FLEXIBLE DE DE LA FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN.   
Sabido es que el empleador puede hacer uso del Ius Variandi, consistente en la potestad que tiene para modificar las condiciones de trabajo del trabajador, siempre y cuando no se afecte su honor, dignidad humana y derechos mínimos. 
Dicha facultad tiene plena aplicabilidad en las plantas globales y flexibles como la de la Fiscalía General de la Nación, cuya función debe ejercerse en todo el territorio nacional, en cumplimiento a las obligaciones del estado con los ciudadanos. 

Es por ello, que la Ley 984 de 2008, “Por la cual se expide el Estatuto Orgánico de la Fiscalía General de la Nación”, dispone que el Fiscal General de la Nación “podrá trasladar cargo y determinar sus funciones de acuerdo con la necesidad del servicio”, por lo que es fácil concluir que, cuando se compruebe la necesidad del servicio, es perfectamente válido el traslado de los empleados y funcionarios de la entidad.

Sin embargo, tal potestad no es absoluta en la medida en que existen ciertos derechos fundamentales del trabajador que deben ser garantizados en virtud de lo dispuesto por los artículos 25 y 53 de la Carta Política. En ese sentido, se ha pronunciado la Corte Constitucional en Sentencias como la T-969 de 2005, la T-777 de 2012 y la T-355 de 2000.
4. CASO CONCRETO

En el presente asunto, la actora solicita la protección de sus derechos fundamentales al mínimo vital, a la igualdad, a la seguridad social, a la salud, a la vida, a la integridad personal y al trabajo y como consecuencia de su salvaguarda, se ordene a la Fiscalía General de la Nación reubicarla en una Fiscalía en esta ciudad.

Ciertamente, no es materia de controversia la doble calidad de sujeto de especial protección que ostenta la actora, en relación con su edad -66 años- y su situación de discapacidad, que la hacen merecedora de un trato diferencial por parte de Estado.
Ahora bien, la entidad accionada refiere que el traslado de la doctora Corzo Delgado a la Fiscalía 35 de la Seccional de Dosquebradas, obedeció a las necesidades del servicio, representadas éstas en el traslado a ese Despacho de los delitos contra la libertad, integridad y formación sexual, conocidos por el Centro de Atención a Víctimas de Violencia Sexual con sede en esta ciudad, de la cual la funcionaria hacía parte, lo que indica que tiene la experiencia y manejo de éste tipo de casos, por lo que se consideró la persona más idónea para enfrentar esta tarea en el municipio industrial.

Ciertamente, la decisión de la Fiscalía obedeció al análisis estadístico realizado en relación con los delitos de abuso sexual en los circuitos judiciales de Pereira y Dosquebradas, el cual llevó a tomar medidas en relación con éstos, las cuales están contenidas en la Resolución No 005 del 1º de febrero de 2016, por medio de la cual se dispuso el conocimiento de este tipo penal y de otros relacionados con la libertad sexual, ocurridos en el municipio de Dosquebradas a partir del año 2015, a la Fiscalidad 35 Delegada ante los Jueces Penales del Circuito de ese municipio, dado que la carga que maneja tal despacho, así lo permitía.  
Ahora, la selección del funcionario que asumiría esta tarea en el vecino municipio, obedeció a factores objetivos, pues fueron la experiencia e idoneidad de la formación de la doctora Corzo Delgado para el manejo de tales casos, los que determinaron su traslado.

Tal como se presentan las cosas, no se evidencia que la decisión de la Subdirección de Apoyo a la Gestión de la Dirección Seccional de Risaralda, en relación con la reubicación de la funcionaria haya sido arbitraria, abusiva o caprichosa, sino que atendió las necesidades de cierto sector vulnerable de la población, en relación con la obtención de oportuna y eficaz justicia, así como criterios objetivos para elegir el funcionario idóneo para asumir tal función judicial.
En cuanto a la afectación de tal decisión en la calidad de vida de la trabajadora y la desmejora de sus condiciones laborales, cabe advertir que, como lo justificó la Dirección Seccional, la carga laboral del nuevo despacho es ostensiblemente más baja que la asumida por la Fiscalía 37 de la Unidad CAIVAS, además la actora cuenta aún con la exoneración de turnos de disponibilidad los fines de semana y la asistencia a las brigadas de conciliación programadas por la entidad, en virtud a su situación de discapacidad, que en momento alguno ha sido desconocida por la entidad.
También resulta claro, que la nueva sede de la institución en el municipio de Dosquebradas,  no reviste en sí riesgo alguno en la seguridad de la funcionaria, pues el mismo cuenta con vigilancia privada las 24 horas del día, con sistema de control biométrico de ingreso de personas y un sistema cerrado de monitoreo.  

Entendiendo entonces que el peligro al que alude la actora, se limita a movilización a la nueva sede desde su lugar de residencia y viceversa y hacía el Centro Administrativo Municipal de ese municipio, donde se encuentran ubicados los Juzgados, tal situación por sí sola no es un factor determinante para considerar a afectación de su seguridad personal, pues el Director Seccional, al tener conocimiento de las amenazas de que fue objeto por cuenta del cumplimiento de sus funciones, solicitó a la Dirección Nacional de Protección y Asistencia de la entidad la evaluación del riesgo, proceso que se debe llevar a cabo para determinar las medidas de seguridad que le deben ser brindadas con el fin de proteger su integridad física.  El riesgo que afirma corre en la actualidad, no lo cambia el hecho de que haya sido modificado el lugar donde debe prestar sus servicios. 
Finalmente, se infiere que la verdadera afectación de la actora con el traslado es de carácter económico, por los costos adicionales en los que tiene que incurrir para desplazarse a su nuevo sitio de labores; no obstante ello no es suficiente para considerar su reubicación en la ciudad de Pereira, desconociendo los motivos objetivos que llevaron a la Subdirección de Apoyo a la Gestión de la Dirección Seccional de Risaralda a disponer su traslado de sede, toda vez que la nueva asignación se realizó dentro del Área Metropolitana.  

Además, la actora ni siquiera se preocupó por demostrar sus gastos mensuales y cómo inciden los costos de movilización en su mínimo vital. 
Todo lo anterior, para concluir que en el presente asunto, no se dan los presupuestos necesarios para controvertir, en el escenario constitucional, el acto administrativo que dispuso el traslado de la doctor Corzo Delgado, por lo que la discusión aquí suscitada no queda más que plantearla ante el juez natural –contencioso administrativo-, a través de cualquiera de las vías procesales dispuestas por el legislador, para que sea éste quien, luego de un amplio debate jurídico y probatorio, determine la verdadera situación del derecho reclamado, por lo tanto, se negara la protección solicitada.  

En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE:
PRIMERO: NEGAR  la protección invocada por la doctora OFELIA DE LAS MERECEDES CORZO DELGADO.
SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes esta decisión por el medio más idóneo.
TERCERO: REMITIR a la Corte Constitucional, para su eventual revisión, en caso de no ser impugnada.

Notifíquese y Cúmplase.
Los Magistrados,
JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES            ISSA RAFAEL ULLOQUE TOSCANO
LEONARDO CORTÉS PÉREZ
Secretario
PAGE  
2

